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Corte Constitucional
	 
          

           COMUNICADO No. 23
           Junio 11 y 12 de 2014


La posibilidad de que la Fiscalía ordene un registro o allanamiento con el objeto de procurar la captura de una persona indiciada, imputada o acusada, requiere de orden previa del juez de control de garantías 

	      I.  EXPEDIENTE D-9967      -    SENTENCIA C-366/14  (Junio 11)
          M.P. Nilson Pinilla Pinilla




1.
Norma acusada

LEY 906 DE 2004

(Agosto 31)

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal

ARTÍCULO 219. PROCEDENCIA DE LOS REGISTROS Y ALLANAMIENTOS. El fiscal encargado de la dirección de la investigación, según lo establecido en los artículos siguientes y con el fin de obtener elementos materiales probatorios y evidencia física o realizar la captura del indiciado, imputado o condenado, podrá ordenar el registro y allanamiento de un inmueble, nave o aeronave, el cual será realizado por la policía judicial. Si el registro y allanamiento tiene como finalidad única la captura del indiciado, imputado o condenado, sólo podrá ordenarse en relación con delitos susceptibles de medida de aseguramiento de detención preventiva.

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE el artículo 219 de la Ley 906 de 2004, frente al cargo relacionado con el desconocimiento de los artículos 28 y 250 de la Constitución analizados, por las razones expuestas en esta providencia.

3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte Constitucional reafirmó que toda medida privativa de la libertad no solo tiene un carácter excepcional, sino que debe ser interpretada restrictivamente y su aplicación, ser necesaria, adecuada, proporcional y razonable. Así mismo, indicó que los únicos dos supuestos donde no existe un mandamiento judicial escrito previo como lo exige el artículo 28 de la Constitución para la aprehensión de un individuo, son la captura en flagrancia (32 C.Po.) y la efectuada excepcionalmente por la Fiscalía en los casos previstos en la ley, para la cual la faculta el artículo 250.1 de la Carta Política. 

En el presente caso, la Corte debía resolver si autorizar al fiscal encargado de una investigación, para ordenar el registro y allanamiento de un inmueble, nave o aeronave con el objeto de realizar la captura del indiciado o imputado, vulnera el derecho a la libertad individual de la persona, conforme a lo prescrito en el artículo 28 de la Constitución y en consecuencia, se desbordarían las facultades expresas otorgadas a la Fiscalía General de la Nación en el artículo 250 superior. 

Después de efectuar un análisis sistemático de la Ley 906 de 2004 y contrario a lo afirmado por el demandante, la corporación concluyó que la posibilidad de que la Fiscalía ordene adelantar una diligencia de registro y allanamiento, únicamente para procurar la captura de una persona, requiere de autorización previa del juez de garantías tratándose del indiciado o imputado, quien deberá constatar que tal como lo exige el artículo 219 analizado, no solo que se esté en presencia de un delito de aquellos susceptibles de imposición de medida  de aseguramiento de detención preventiva, sino de los demás presupuestos contenidos en la ley y decantados por la jurisprudencia. En el evento de la persona condenada, tal orden provendrá del juez de conocimiento (art. 299, Ley 906 de 2004) o del juez de ejecución de penas, según el caso. 

A lo anterior se agrega que el artículo 297 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 19 de la Ley 1142 de 2007, en concordancia con el artículo 28 de la Constitución y con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que destaca, entre otros, los principios de reserva judicial y legal para la privación de la libertad y demás derechos fundamentales, que “para la captura se requerirá orden escrita proferida por un juez de control de garantías con las formalidades legales y por motivos razonablemente fundados, de acuerdo con el artículo 221, para inferir que aquel contra quien se pide librarla es autor o partícipe del delito que se investiga, según petición hecha por el respectivo fiscal”. Al mismo tiempo, el artículo 297 establece que salvo los casos de captura en flagrancia o de captura excepcional dispuesta por la Fiscalía General de la Nación, que no corresponden a lo consignado en el artículo 219 examinado, “el indiciado, imputado o acusado no podrá ser privado de su libertad ni restringido en ella, sin previa orden emanada del juez de control de garantías”. Aunado a lo anterior, el citado artículo 297 regula el trámite de la orden de captura, según el cual, una vez emitida, el juez de control de garantías o el de conocimiento, desde el momento en que emita el sentido del fallo o profiera formalmente la sentencia condenatoria, la enviará inmediatamente a la Fiscalía General de la Nación para que disponga el o los organismos de policía judicial encargados de realizar la aprehensión física y se registre en el sistema de información que se lleve para tal efecto. 

En ese orden, los motivos existentes para que en aplicación del artículo 219 de la Ley 906 de 2004 la Fiscalía ordene una captura en los supuestos allí establecidos, previa orden del juez, remiten a normas donde los presupuestos y requisitos están claramente definidos por el legislador y por la jurisprudencia, salvaguardando así no solo la excepcionalidad en la restricción de los derechos fundamentales del individuo dentro del proceso penal, sino los inmanentes principios de reserva judicial y legal, por lo que la norma analizada fue declarada exequible frente a lo relacionado con el desconocimiento de los artículos 28 y 250 de la Constitución Política.

4.
Salvamentos y aclaración de voto

Los magistrados Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva, se apartaron de la decisión de exequibilidad del artículo 219 de la Ley 906 de 2004, toda vez que en su concepto, la facultad que se confiere a la Fiscalía para ordenar un registro y allanamiento con el fin de capturar a una persona indiciada o imputada desconoce la reserva judicial de la privación de la libertad personal consagrada en los artículos 28 y 250.1 de la Constitución, que exige la orden previa y escrita de un juez.  

Sin embargo, los magistrados disidentes difieren en cuanto al alcance de la decisión que correspondía dictar la Corte, como consecuencia de esa inconstitucionalidad. De un lado, el magistrado Rojas Ríos consideró que la norma acusada debía ser retirada del ordenamiento jurídico, mediante una decisión de inexequibilidad. En su criterio, la sentencia de la cual se separa avala la vulneración de derechos constitucionales, particularmente el derecho de libertad. Esta afirmación se deriva, tanto del tenor de la norma acusada, como de su ubicación dentro del capítulo II de la Ley 906 de 2004 en el que se regulan las “actuaciones que no requieren autorización judicial previa para su realización”. Igualmente, el condicionamiento interpretativo que acoge la sentencia en relación con la norma acusada, denota su inequívoca inconstitucionalidad.

Estimó el magistrado Rojas que en un Estado de derecho, la libertad es una garantía esencial que requiere de especial protección por parte del ordenamiento jurídico, sin ambages ni eufemismos. La jurisprudencia de la Corte ha entendido que la captura sin orden judicial procede excepcionalmente en dos ocasiones, por una parte, la flagrancia y por otra, cuando la fiscalía haya agotado diligentemente la búsqueda de todos los jueces legalmente competentes y no fuere posible encontrar alguno
. En estos términos, para el magistrado Rojas,  permitir un registro y allanamiento que incluya la posibilidad eventual de realizar la captura del indiciado, sin que medie orden judicial para hacerlo, resulta abiertamente inconstitucional y en ese sentido la norma acusada debió ser declarada inexequible.

Por su parte, el magistrado Vargas Silva estimó que la disposición legal acusada podía declararse exequible pero de manera condicionada, de manera que se entienda que la orden de registro y allanamiento que se autoriza proferir a la Fiscalía con fines de capturar a una persona indiciada o imputada, requiere de orden previa del juez de control de garantías, como lo prevé la Ley 906 de 2004, toda vez que el artículo 219 de la Ley 906 de 2004 no establece de manera expresa esta exigencia constitucional, de suerte que puede dar lugar a que se entienda que basta la orden de la Fiscalía sin orden judicial, interpretación que es abiertamente contraria a los artículos 28 y 250 de la Constitución.  

La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la presentación de una eventual aclaración de voto sobre algunos de los fundamentos de la decisión.         

� Sentencia C-185 de 2008. 





